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Casos penales crecen un 25,24% cada año 

Causas asfixian a la Defensa Pública 

• Dificultades para cobrar honorarios

Montserrat Solano C  msolano@nacion.com  Sábado 17 de noviembre, 2001

Las mañanas de lunes, martes y miércoles son días de congoja para los defensores públicos de San José, pues son los únicos momentos cuando se pueden repartir, entre 27 de ellos, los cuatro asientos del único vehículo que les prestan para visitar a sus defendidos en las cárceles. 

Este es solo uno de los problemas que genera la falta de recursos que, combinada con un crecimiento desproporcionado de casos, tiene en estos momentos a los 188 defensores públicos del país en situación apremiante. 
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  Con las uñas 


La voz de advertencia la hizo la Unidad Administrativa de la Defensa Pública, la cual expuso: 

  Quienes se dedican a lo penal llevan, en promedio, 327 casos simultáneamente, y en materia penal juvenil, 420. Lo recomendable, afirmó, es atender 200 causas en estas materias. 

  La situación es peor en cuanto a pensiones alimentarias. Cada uno de los 25 defensores maneja 455 expedientes, cuando lo aconsejable son 150. 

  El problema parece que irá creciendo, pues el número de casos, solo en materia penal, crece un 25,24 por ciento cada año y en pensiones, un 67,8 por ciento. 

Este incremento comenzó a experimentarse desde 1998, precisó Milena Conejo, subjefa de la Defensa Pública. 

Pocas manos

Para hacer frente a la carga de trabajo de una manera adecuada, la Defensa Pública requeriría de 242 abogados más. Sin embargo, para el 2002 se les aprobaron solo 24 plazas. Si el crecimiento de expedientes continúa en la misma proporción, para el 2003 necesitarán 790 plazas adicionales. 

Frente a esa realidad, el presidente de la Corte Suprema de Justicia, Luis Paulino Mora, no dio esperanzas de poder dar más recursos a esa dependencia. "Lo que se les pudo dar es lo que se les pudo dar (...). El Poder Judicial pasa por una crisis".

Conejo reconoció que el Poder Judicial ha reconocido buena parte de sus requerimientos, pero advirtió que, si bien aún pueden hacerle frente al trabajo con el personal actual, se teme que pronto pueda afectar la calidad. 

En relación con esto último, la funcionaria afirmó que algunos imputados se han quejado de que su caso pasa por dos, tres y hasta cinco defensores. 

Esto por cuanto a algún defensor le asignan dos debates de casos distintos el mismo día, por lo que debe delegar alguno. 

Defensa para todos

La demanda de defensa pública se explica por cuanto esta no es solo para personas de escasos recursos. El Código Procesal Penal señala que un imputado podrá elegir a un defensor de su confianza. De no hacerlo, se le asignará uno público.

	65.928
casos llevaba la Defensa Pública en junio pasado 


Conejo citó como ejemplo los casos del Banco Anglo Costarricense y de los sobreirradiados con cobalto. Por su complejidad, en ambos procesos se tuvo que nombrar a dos defensores a tiempo completo. 

Esto se debe, en parte, a que se reconoce el buen trabajo de los abogados de ese órgano. 

En julio pasado, en una entrevista con La Nación, el presidente de la Corte admitió que, de enfrentar alguna causa penal, él pediría el respaldo legal de un defensor público. 

Si bien se les podría cobrar los honorarios a los imputados que sí pueden pagarlos, no existe una oficina que realice el cobro de una manera ágil, explica Conejo. 

Además, la Defensa Pública debe conocer casos de las materias de contravenciones, tránsito, agraria, ejecución de la pena y asuntos disciplinarios del Poder Judicial. En ocasiones, deben asumir la curatela (defensa de intereses) de menores en abandono. 

Muchos de estos asuntos se atienden solo si el resto del trabajo lo permite, como sucede con las contravenciones.

"El problema es que le han ido recargando funciones a la Defensa que no son las originales", señaló el experto José Thompson, quien coordinó –hace dos años– un estudio sobre acceso a la justicia en siete países de América.

